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RESUMEN
La política social carece de sentido si se considera neutral en términos de valoraciones. Aunque
pueda argumentarse de manera general que sus objetivos son, de un lado, la cobertura de las
necesidades y del otro su contribución a la reducción de las tensiones sociales, es preciso consi-
derar esas políticas o servicios como un sistema de protección que tiene una variedad de
objetivos, algunos en armonía y otros en conflicto entre sí.
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Repensando la política social(1)
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(1) Las ideas contenidas en este artículo surgieron de un debate en el seno del Consejo de Redacción de la Revista. La redacción fi-
nal es exclusivamente responsabilidad de la autora.
ABSTRACT
Social policy makes no sense if it is considered neutral in terms of value-judgements. Al-
though in general one might argue that its objectives are, on the one hand, to meet needs and
on the other to contribute to defusing social tensions, these policies or services should be seen
as a protection system with a variety of aims, some in harmony with each other, and others in
conflict.
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1 LA POLÍTICA SOCIAL
¿Es la política social aquello que debería ser? No es poco lo que se puede
decir sobre ello, y difícilmente llegaremos a grados de consenso ampliamente
aceptables.
Se trata de dos cuestiones distintas que remiten a consideraciones diferen-
tes. Si se quiere analizar la acción de un gobierno en determinadas áreas (es
decir, las políticas que se llevan a cabo en ese segmento que identificamos
como «el de las políticas sociales»), debe plantearse la cuestión del «qué es».
Sin embargo, si queremos discutir acerca de lo que, a nuestro parecer, debería
significar la acción gubernamental en ese ámbito de acción, entramos de lleno
en el mundo de las ideas, de las ideologías, de las diversas miradas sobre su
significado. Ello obliga a recurrir al análisis de sus objetivos y de sus logros y
también a plantear y elegir criterios de justicia social, o criterios de viabilidad
o de posibilidad. Intentar dilucidar sobre ambos aspectos obliga a distinguir
entre un enfoque descriptivo —o positivo—, que nos acerca a «lo que es» y un
enfoque normativo, o aproximación a «lo que debería ser». El primero de ellos
requiere un consenso lo más amplio posible. Aunque nos aproximemos desde
diversas miradas y opiniones, hay, y debe haber, un acuerdo acerca de lo que
estamos tratando. Por contra, si tomamos una perspectiva normativa, eso es,
intentamos explicar o reflexionar sobre lo que debería ser, ahí es imposible de-
jar de lado el conjunto de valores y creencias que tiene cada cual. Mas bien,
preparémonos a encontrar tantas definiciones, planteamientos o matices como
personas hayan reflexionado sobre ello, ya que entramos de lleno en el mun-
do de las ideas. Y he ahí su riqueza. Vamos a tratar ambos aspectos por
separado.
2 ¿DE QUÉ HABLAMOS CUANDO HABLAMOS DE POLÍTICA SOCIAL?
Consensualmente venimos identificando esa área de la intervención públi-
ca como la acción de gobierno que incide en el bienestar de las personas, ya
sea cambiando, manteniendo o —aún solo posibilitando— sus condiciones de
vida. La política social iniciada a finales del siglo XIX, ha venido tratando de
mejorar el bienestar humano a través de la cobertura de las necesidades de los






ciudadanos en aspectos como la educación, la salud, la vivienda, el trabajo y la
protección social en general. Una definición operativa de política social es
la que la define como aquella política relativa a la administración pública de la
asistencia, es decir, al desarrollo de servicios y prestaciones que intentan paliar
determinados problemas sociales o, de una forma más modesta, perseguir ob-
jetivos que generalmente son percibidos como respuesta a tales problemas.
Éste es el enfoque clásico que se desarrolla a partir de T. H. Marshall y que la
define como «la política de los gobiernos encaminada a tener un impacto di-
recto en el bienestar de los ciudadanos, a base de proporcionarles servicios o
ingresos».(2) La política social intenta cubrir los derechos sociales.(3)
Un antecedente de lo que hoy denominamos derechos sociales lo encontra-
mos en la llamada «cuestión social», preocupación que hizo su aparición a
finales del siglo XIX de la mano del reformismo liberal. La modernidad trajo con-
sigo la preocupación por mantener un mínimo de solidaridad y de justicia social
—ya sea en forma de mayor igualdad o de mayor libertad— con los menos fa-
vorecidos. Las primeras políticas sociales se remontan a los últimos decenios del
siglo XIX, en Europa, donde nacen con el intento de paliar los efectos que la in-
dustrialización había producido en las condiciones de vida de los trabajadores.
Se trata de la Legislación Social de Bismark, que regula la protección en el traba-
jo y las condiciones de vida vinculadas al mundo laboral. Su desarrollo posterior
amplía el campo de acción, se generaliza a toda la población y con ello queda le-
gitimada formando parte de los derechos de ciudadanía. En el mundo moderno,
la política social pretende paliar las necesidades humanas, que se convierten en
necesidades «sociales» ya que responden en cada comunidad y en cada época
histórica a un determinado nivel de desarrollo social, esto es, a una forma pecu-
liar de organizar la producción, junto a una determinada concepción de los
valores y a unas formas particulares de relación entre los individuos y su comu-
nidad. Por ello hablamos de derechos sociales, que incorporados a los derechos
civiles y políticos anteriormente reconocidos, configuran los derechos de ciuda-
danía. Hoy, ser ciudadano significa que, además de ser personas libres e iguales
ante la ley, y ser reconocidos como sujetos con capacidad política —participación
en las elecciones en tanto que electores y/o elegibles— el estado se compromete
a garantizar unos niveles mínimos de bienestar y seguridad económica que per-
mitan vivir de acuerdo con los estándares de vida que prevalecen en lo que
venimos denominando un estado del bienestar.
La satisfacción de las necesidades humanas básicas ha sido concebida
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(2) Marshall, T. H. (1965) Social Policy in the Twentieh Century. Londres, Hutchinson University Library.
(3) Ver en más detalle Montagut, T. (2008) Política Social: una introducción. Barcelona, Ariel (3ª edición).
nada sociedad y que para su atención se han venido diseñando las políticas
sociales. El vínculo entre política social y desarrollo de los derechos de ciuda-
danía parece innegable y está en la base del modelo de organización social,
política y económica que configuran los estados del bienestar. Sin embargo, no
debemos confundir los términos de política social y de estado del bienestar, si
bien ambos están absolutamente relacionados, el primero es solo una condi-
ción necesaria (y por tanto no suficiente) para poder identificar el segundo.
El engranaje de las relaciones económicas, políticas y sociales que confor-
man el moderno sistema social permite explicar estos avances sociales desde
diferentes perspectivas. Por ejemplo, de un lado puede decirse que son fruto
de las presiones —luchas incluso en algún momento— de buena parte de los
trabajadores o de las clases o grupos menos favorecidos, y en este sentido
pueden ser entendidas como una conquista por parte de los ciudadanos.
Pero, por otro lado también son consecuencia de la necesidad del propio sis-
tema económico y político que rige el mundo moderno y que ha venido
requiriendo de personas con suficiente educación, formación y bienestar para
no interrumpir la producción y el crecimiento económico. ¿Cuál es la inci-
dencia de la política social sobre el sistema capitalista? Existe una tensión
entre el reconocimiento de la ciudadanía y la estructura desigual de las socie-
dades modernas y los derechos sociales mitigan, pero no eliminan, las
desigualdades. Fue también T. H. Marshall quien planteó este tema en su cé-
lebre conferencia «Citinzenship and Social Class» de 1949, la universalización
de los derechos de ciudadanía permite mantener el statu quo de la desigual-
dad económica. «… a medida que avanzaba el siglo XX, crecía la conciencia de que
la política democrática necesitaba un electorado educado, y la manufactura científica
precisaba trabajadores y técnicos formados. La obligación de mejorarse y civilizarse
es, pues, un deber social, no sólo personal, porque la salud de una sociedad depende
del grado de civilización de sus miembros, y una comunidad que subraya esa obli-
gación ha empezado a comprender que su cultura es una unidad orgánica y su
civilización una herencia nacional».(4)
Hemos iniciado este análisis hablando de que existe, y es preciso que así
sea, un consenso sobre lo que es la política social. Sin embargo, incluso dentro
de ese acuerdo —tanto en lo académico como en lo político— sobre su signifi-
cado, comienzan a aparecer las primeras discordancias. El hecho de entender
el progreso como una consecuencia del desarrollo económico ha comportado
que una gran parte de los estudios sobre las políticas sociales se haya enmar-
cado en esta perspectiva analítica y por tanto sus resultados presentan sesgos
importantes. Pero no se trata sólo del predominio de la economía para tratar






(4) En Marshall y Bottomore, Ciudadanía y clase social. Madrid, Alianza, 1998 (p. 35).
las políticas sociales, sino que al ser un ámbito de la política económica, se en-
cuentra en el núcleo de la relación entre la intervención política y la lógica del
desarrollo económico, punto clave del conflicto entre las percepciones e inte-
reses de los diversos actores sociales y de la confrontación entre visiones
distintas sobre el papel del Estado en lo económico —y en lo social—. No hay
fronteras inequívocas que diferencien ambos ámbitos debido a los estrechos
vínculos que los unen, y por ello, la política social se sitúa en el núcleo del con-
flicto relacionado con la distribución de los recursos. Ese nexo entre política
económica y política social produce, asimismo, que las distintas concepciones
planteen su significado en relación con la legitimación de las democracias mo-
dernas y el papel que esas políticas pueden jugar en la resolución de la
disyuntiva que aparece en el momento de hacer compatibles los objetivos de
la acumulación del capital con los de la protección social.
En el mejor de los casos, la política social se diseña para paliar las injusti-
cias del sistema económico moderno. Redistribuyendo en cierta medida
algunos de los recursos se intenta mejorar la posición que los más desfavore-
cidos ocupan en el entramado de la estructura social. En este sentido puede
ser interpretada como una política paliativa que intenta suavizar los destrozos
sociales que la lógica del sistema capitalista provoca en determinados colecti-
vos o personas con grados de vulnerabilidad. Sin más, esos son sus objetivos.
Se trata de una política articulada con las demás para facilitar el avance del
desarrollo económico con una cierta redistribución de los recursos que el ca-
pitalismo genera. Mas, ¿es eso poco? Si miramos los primeros siglos del
desarrollo capitalista, es mucho lo que se ha avanzado (Aunque sólo en el in-
terior de los países más avanzados, desplazando las hambrunas y la gran
pobreza a otros países —o incluso— continentes enteros).
Sin embargo, se han producido también efectos perversos. Esa política social
que protege a los ciudadanos frente a la lógica sistémica, ha venido potencian-
do el individualismo y debilitando las bases comunitarias o de preocupación
por los demás. Se ha venido esperando que el Estado nos ayude a mejorar nues-
tra situación, a solucionar nuestro problema y así la ciudadanía ha devenido
mucho de individual y poco de pública, con el riesgo de acabar negándose a sí
misma. Llegados a este punto es inevitable enlazar la reflexión con lo que debe-
ría ser la política social y a tantear respuestas a algunos posibles interrogantes,
como por ejemplo: ¿Cuán lejos está la política social de lo que debería ser? ¿Se
aplican criterios de justicia social en su diseño? Si es así, ¿cuáles son? ¿Deben re-
ducir las desigualdades sociales o deben paliar las situaciones de carencia o de
vulnerabilidad? ¿Deben modificar las estructuras de desigualdad? ¿Deberían
ser transformadoras? Y una vez hallamos una respuesta satisfactoria según
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¿Puede la política social responder a ello? o ¿cuáles son las barreras estructura-
les, o sociales y políticas que impiden que la política social sea eso que yo creo
—y quiero— que sea?
3 ¿QUÉ DEBERÍA SER LA POLÍTICA SOCIAL?
¿Cómo podemos mejorar nuestra sociedad? Hay, al menos, dos maneras
de plantear la reflexión: la primera, viendo los cambios que pueden intro-
ducirse en nuestro sistema social en aras a una mayor justicia distributiva,
y la segunda planteando la posibilidad de transformar el sistema que rige
en ella. Pero, ¿qué entendemos por mejorar la sociedad?, ¿hay un único
criterio de justicia social? Claros interrogantes cuyas respuestas serán nece-
sariamente múltiples ya que van a estar cargadas de valores, de ideología,
de diversos grados de utopía, pero plantearlos nos parece una manera de
contribuir a abrir el debate público, que debería estar siempre en alerta y
evitar un posible acomodo de las ideas en las estructuras que venimos co-
nociendo.
Plantear una mejora en nuestro mundo conduce a plantear objetivos de-
terminados en las políticas que vienen siendo puestas en práctica. Diversas
son las voces y las propuestas que desde muy distintos ángulos proponen ca-
minos para avanzar en ello. Incluso desde la economía no faltan autores que
propongan una distribución distinta de los recursos. Como ejemplo, John K.
Galbraith, eminente economista americano fallecido hace pocos años, en su li-
bro Una sociedad mejor analiza algunos de los aspectos que deberían mejorarse
en las diversas políticas para alcanzar importantes mejoras dentro de la so-
ciedad. Eso es, no es lo mismo plantear criterios de igualdad o criterios de
equidad en un mundo cuya propia inercia crea desigualdades. ¿Qué es más
justo repartir a partes iguales entre todos o discriminar positivamente a los
colectivos o personas más desfavorecidas? Es decir, dirigir los recursos públi-
cos —de todos— a aquellas personas más necesitadas. Aunque pueda parecer
poco lógico no falta quien reclama igualdad de derecho a esos recursos pú-
blicos. (Y desde esta perspectiva normativa, los defensores de la libertad
llevada al límite plantean que las políticas sociales crean ciudadanos depen-
dientes al no estimular que cada cual ponga —o busque— los mecanismos
necesarios para mejorar su situación). Este debate filosófico planteado entre
igualdad y equidad, toma una gran importancia en el contexto de crisis eco-
nómica como el que atravesamos. Si los recursos son escasos ¿deben ser para
los peor situados o tenemos derecho a ellos todos los ciudadanos? Pongamos
un ejemplo, frente el crecimiento de los gastos sanitarios y su posible colapso,
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¿es lícito —es justo— plantear el co-pago(5) de los servicios? ¿Debilitaría ello
los derechos adquiridos?
Otro aspecto a plantear para lograr avanzar hacia una mejor sociedad en
este primer plano es incrementar la responsabilidad colectiva. El liberalismo
separó lo privado de lo público. Esta dicotomía entre lo público y lo privado
comporta que se venga identificando el ámbito privado como aquello que ata-
ñe a los individuos y el público el del gobierno. Pero público, con frecuencia
significa «común» y no necesariamente gubernamental. El ciudadano con es-
píritu público o espíritu cívico es el que se preocupa por toda la comunidad. A
pesar de ello, cuando hablamos de ciudadanía, del espacio público, de la so-
ciedad, suele ser reinterpretado con los parámetros culturales existentes y por
ello podemos encontrar discursos oportunistas. Por ejemplo, cuando un deter-
minado responsable político habla de que, por ejemplo, en el tema de la salud,
la sociedad debe hacerse responsable. ¿De qué habla? ¿Estamos hablando de
lo mismo? ¿O, suele utilizarse la expresión para decir que el sector privado, las
empresas —que son también sociedad— deben entrar a gestionar los servi-
cios? Sirva este ejemplo como una llamada de atención para lograr avanzar y
abrir debate sobre el significado de algunos de los conceptos que hoy permi-
ten justificar determinadas medidas políticas.
Disponemos de dos enfoques teóricos —por tanto de ideas, de reflexión—
que permiten repensar el significado de lo público como aquello de todos,
como el espacio de la comunidad, que son el republicanismo y el comunitaris-
mo, y ambas, aunque abogan por la reactivación de la vida cívica como
fortalecimiento de la vida democrática, plantean distintas acciones políticas
para caminar hacia su consecución. Para aquellos que creen que es posible un
mundo mejor consiguiendo que los ciudadanos se impliquen en el bien co-
mún, sean responsables no sólo de su vida sino también de la de los otros
seres de su colectividad, la ciudadanía republicana se dibuja como un ideal a
alcanzar. Aunque se cuestiona más la forma como se ha desarrollado la ciuda-
danía política que la ciudadanía social, se aboga por la revitalización del
espacio público, con un mayor protagonismo ciudadano y cuestionamiento de
la democracia liberal representativa. Para ello se hace necesario que la socie-
dad —y el gobierno en nombre de ella— asegure un mínimo de igualdad
relativa tanto a la protección contra los riesgos como a las posibilidades equi-
tativas de desarrollo educativo, laboral y personal. Y ello unido a la creación
de ciudadanos «libres» o libres de dominación como su gran objetivo. Y cuan-
do se habla de libertad sin dominación, tanto se hace referencia a la
(5) Por ejemplo, en el debate social ha entrado la posibilidad de establecer 1 euro por visita médica, excluyendo de ello a pensionis-
tas o parados.
dominación que ejercen otros seres humanos (la familia, el mercado, o del ma-
rido respecto la mujer, como ejemplos) como la del estado, y aquí queda
planteada la necesidad de una política social capaz de no generar dependen-
cia(6) y de crear ciudadanos. Por otro lado desde el comunitarismo se otorga al
estado un rol menos preponderante. La propuesta de una sociedad igualitaria
se hace a través de que la mayor parte del peso de la provisión del bienestar
debe recaer en la comunidad y no en el estado (y mucho menos en el merca-
do). El estado intervendría de forma subsidiaria cuando la comunidad no sea
capaz de proveer por sí misma la protección social a sus miembros. La ten-
dencia de este enfoque es la de promover un activo rol de las asociaciones de
la sociedad civil y con ello, una política social más compartida, pero para ello
es necesaria una conciencia ciudadana ampliamente difundida entre la pobla-
ción, para cuyo objetivo deberían diseñarse medidas políticas. Ese podría ser
el objetivo de una nueva política social.
Tal vez sea un planteamiento más radical, más utópico, pero puede por
ello ser más capaz de abrir nuevos debates que planteen la necesidad de una
profunda transformación de nuestro sistema social. Se trata, sí, de una utopía,
pero también por ello, de un ideal hacia el que caminar a partir de una nue-
va política social. Se requeriría que fuera verdaderamente una política social,
capaz de potenciar el pensamiento de los ciudadanos, capaz de plantear al-
ternativas para que la sociedad fuera cada vez más responsable de lo público.
Una política social que tuviera como objetivo crear sociedad, crear ciudadanía
más que ayudar a la cobertura de las necesidades. Políticas que fueran
capaces de transformar, de modificar las estructuras sociales —ya sean eco-
nómicas o políticas—. Una política que se diseñara para crear redes sociales,
o lazos suficientemente fuertes para que los ciudadanos fueran responsables
directamente de su futuro en cuanto personas y en cuanto comunidad, lo que
permitiría poder hablar de un gobierno al servicio del pueblo y, con ello, con-
seguir la verdadera democracia.
La política social en este enfoque no estaría al servicio del sistema económi-
co, ya que la propia política económica iría más dirigida a producir desarrollo
general del país que a apoyar a sus empresas. Crear conocimiento, cultura y fo-
mentar el asociacionismo, podrían ser tres ingredientes básicos de la política
social. El papel de la educación, de la formación es indispensable e indisociable
de las transformaciones. Conseguir que los valores como la solidaridad traspa-
sen el ámbito de lo privado para engranarse en aquel otro de lo privado público,(7)






(6) Una de las propuestas que conforman debates novedosos es la de la Renta Básica o Salario de Ciudadanía, sobre la cual se in-
cluye también un artículo en este número.
(7) En expresión de Salvador Giner (1995) «Lo privado público: altruismo y politeya democrática», en Revista de Estudios Políticos,
no. 88, abril , pp. 9-29.
eso es, en el ámbito de la comunidad. No necesariamente la creación de socie-
dad debe contraponerse a lo económico. El voluntariado o el tercer sector se
piensan hoy a partir de los recursos existentes, pero uno de los efectos de su
aplicación es también la creación de bienes intangibles, la dedicación al fortale-
cimiento de la sociedad. La acción social transita a través de todos los espacios
y en este sentido, ayudar o conseguir la implicación de todos los sujetos en su
sociedad sería un objetivo primordial que a su vez produciría un importante
cambio social, en lo político y en lo económico.
Podemos pensar que la comunidad puede llegar más lejos, si de una trans-
formación se trata, que un gobierno legalmente elegido en la asunción de sus
competencias. Se hace difícil imaginar que un gobierno elegido para gestionar
una determinada sociedad pueda —o quiera, o aspire— a modificar sus es-
tructuras. No son elegidos para ello ni hay suficiente consenso para que se dé
esa mudanza. Max Weber, en su ensayo El científico y el político(8) habla de la
difícil tarea del político —de nuestros gobernantes— que deben hacer compa-
tible la ética de su responsabilidad con la ética de su convicción. Es decir, son
elegidos para que gestionen bien los recursos y son elegidos también debido a
unas determinadas ideas que gozan de una relativa mayoría —por eso están
en el gobierno— pero que no son compartidas de manera universal por todos
los ciudadanos que configuran esa sociedad. Una radical transformación, se
produce a la fuerza, por una revolución, o bien lentamente a través de un
continuum de pequeños cambios, y para ello han de haber unos valores am-
pliamente compartidos en la población. Pero si todos los ciudadanos no
piensan —o no deberían pensar— lo mismo, tampoco se produce un cambio
de esa magnitud por decreto. Y aún forzando un paso más, otro dilema que se
plantea es el de si la ciudadanía se autogestiona como colectivo, si hay gestión
privada de lo público, es decir, si las decisiones se toman a partir de los ciu-
dadanos, de la comunidad, ¿qué nos garantiza que se vaya a estar a salvo de
abusos o de distribución desigual del poder? ¿No hay corrupción en la socie-
dad civil? ¿No hay valores contrapuestos?
4 A MODO DE RESUMEN
En definitiva, si hablamos de lo que es la política social su estudio debe te-
ner presente diversas perspectivas. Una visión economicista de la política
social resulta a todas luces insuficiente para comprender el alcance de su re-
percusión debido a su complejidad. Su estudio no puede separarse del examen
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(8) Max Weber, El político y el científico. Madrid: Alianza, 1972.






les, económicos y políticos que se entrelazan y que configuran una determina-
da estructura social. En su diseño deben estar presentes no sólo criterios
económicos sino también otros aspectos básicos como la transformación de las
instituciones elementales: la familia y el trabajo; o la posición social de las mu-
jeres y la forma de proveer los cuidados; o los cambios en la desigualdad y las
divisiones de clase y de estatus; o los demográficos, o la movilidad social, para
citar los más significativos. Todo ello nos lleva a considerar su vinculación con
ese haz de relaciones sociales que constituyen la vida social y, por ello, su va-
loración o su análisis no puede escapar de los juicios de valor. La concepción
que cada cual tiene de la política social está influida de manera significativa
por el mundo de las ideas. Una determinada concepción de la sociedad, de sus
pautas culturales, de sus derechos y obligaciones, e incluso de los criterios
de justicia social que la deben de guiar, conduce a unas políticas sociales
concretas, eso es, a una forma de actuar frente a las necesidades sociales. La in-
cidencia en su significado de los elementos religiosos, culturales y políticos de
cada observador —y de cada responsable gubernamental— es indiscutible y
también lo es el análisis de sus consecuencias. En definitiva, la política social
carece de sentido si se considera neutral en términos de valoraciones y, aunque
pueda argumentarse de manera general que sus objetivos son, de un lado, la
cobertura de las necesidades y del otro su contribución a la reducción de las
tensiones sociales, es preciso considerar esas políticas o servicios como un sis-
tema de protección que tiene una variedad de objetivos, algunos en armonía
pero otros en conflicto entre sí.
Mas, no es suficiente tomar en consideración esas múltiples miradas sobre
lo que está significando la política social. En nuestro caminar hacia un mundo
mejor, hacia una sociedad más justa, debe estar presente la voz de aquellos
para los cuales el actual escenario es insuficiente si aplicamos criterios de jus-
ticia distributiva. Para plantear lo que debería ser, un primer peldaño sería
lograr que la política social tuviera como objetivo, tal vez tres aspectos: crear
sociedad —responsable y a la vez libre—; configuración del espacio público
—como el de todos, no el del gobierno— y, una buena gestión en la cobertura
de las necesidades entendiendo no sólo las necesidades económicas sino de los
recursos necesarios para la creación de ciudadanía como sujetos de derechos,
pero también de obligaciones.

